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1. Introducción 

a democracia materializada en unos 
t sistemas políticos, que tratan de 

compaginar la libertad y la igualdad 
en aras de respetar los derechos y libertades in- 
dividuales -limitando así la acción del poder 
político y regulando la participación de los ciu- 
dadanos en las decisiones-, a la vez que expre- 
san la voluntad de organizar un orden econó- 
mico y social justo para la mayoría, es fruto del 
siglo XX y como señala Touraine (1994: 21), 
«una idea nueva». 

En España, la democracia, resultado de la 
transición política (1975-1978), se inicia con la 
aprobación de la Constitución de 1978, por lo 
que aún tiene una corta historia, si bien, durante 
su vigencia se ha transformado profundamente 
la realidad política y social. En estos veinte años 
desde el final del franquismo, las instituciones 
propias del sistema democrático se han puesto 
en marcha, se han consolidado y han probado 
su estabilidad en la renovación de los gobernan- 
tes a través de sucesivas elecciones legislativas, 
autonómicas y locales. Igualmente, la sociedad 
se ha articulado en partidos políticos, grupos de 
presión y nuevos movimientos sociales. Ade- 
más, la incorporación de España al sistema 
político de la Unión Europea culmina un obje- 
tivo largamente deseado por ciertos sectores de 
la sociedad. 

Sin embargo existen algunos problemas. De 
una parte, problemas endógenos que tienen su 
origen en nuestro propio pasado, como la débil 
consistencia del Estado-nación, el problema de 
las nacionalidades, o la reducida participación 
política de los españoles y una cultura política 
pasiva, aunque democrática. De otra parte, pro- 
blemas que, pudiendo tener tambien causas en- 
dógenas, se encardinan en los que afectan no 
~610 a la democracia española, sino también al 
resto de los sistemas políticos democráticos de 
nuestro entorno cultural y geográfico: crisis del 
Estado del bienestar, crisis de representación, 
problemas de gobierno originados en la difícil 
combinación de la legitimidad y la eficacia, de- 
bilitamiento de la influencia de los partidos 
políticos y también, modificaciones en la ciuda- 
danía respecto a la conciencia de pertenencia a 
una colectividad política, consecuencia del 
avance del sistema político de la UE. 
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De todosestosproblemascabedestacartres
tipos. En primer lugar, el de las discordancias
queafectana los fines de nuestrademocracia,la
libertad y la igualdad,consideradasvaloressu-
periores del ordenamientojurídico según el
artículo 1.1 de la Constituciónde 1978 y que
dancontenidoa la fórmula política de Estado
de Derechode unaparte y de Estadosocial y
democráticode la otra. Losdosgrandesvalores
de la democraciason la libertad y la igualdad,
pues como señala Manuel Aragón (1990: 99)
«los valores,en sentidoestricto, no puedenser
másque materiales(finesen símismosy no me-
dios para otro fin); de ahí que de los cuatro
valores superioresque la Constitución,en su
artículo IP, proclamaseanauténticosvaloresla
libertad y la igualdad;la justicia, más que un
valor, es unacondicióndel Estadode Derecho,
y el pluralismoessólo unasituaciónquese hace
posiblepor la realizaciónde aquellosdos valo-
res». Dicha realización requiere un exameny
unastécnicasde aplicaciónespecíficossegúnca-
da uno de ellosy precisatambiéndar respuesta
al problemade cuálesdebanserlas formaspara
alcanzarlos distintos tipos o dimensionesde la
igualdadaúninexistente.Interrogantequearro-
ja gran complejidada estadualidadde fines de
la democracia.

En este sentido,Sartori (1988: 432) afirma,
que «con el conocimientoacumuladoy con la
experienciapisamosun terrenofirme en materia
de libertad, pero no sucedelo mismo en cues-
tión de igualdad».Por otra parte, si bien la li-
bertady la igualdadsonvaloresentendidosco-
mo ~<desiderata»,tambiénestángarantizadosen
la Constitución españolamediante principios
instrumentalesde derechopositivo, aunquede
nuevo la igualdad planteael problema de su
exacto contenido. Ello hace necesariodiferen-
ciar la igualdadjurídicade la igualdadmaterial
teneren cuentaque los derechoseconómicosy
sociales,que dancontenidoa la igualdadmate-
rial, no tienen todosla misma eficaciajurídica
y que,en algunoscasos,éstase reducea la obli-
gaciónde tenerlospresentescomocriterios en la
interpretaciónde las restantesnormasconstitu-
cionales y de las leyes (STC 19/1982,de 5 de
mayo), por razón de no ser alegablesante la
Jurisdicciónordinariamásque de acuerdocon
lo quedisponganlas leyes que los desarrollen
(art. 53.3). Igualmente,es necesarioconsiderar
un aspectomuchasvecesolvidado: que las for-
masconformesa derechoy la intensidadde las

mismaspor las quese opteparareducir las de-
sigualdadesexistentesen unademocracia,están
siempreen función de los programasde las dis-
tintasopcionespolíticasy del gradode legitimi-
dadque seancapacesderecibir dela población.

En segundolugar, la cuestión referida a los
problemasqueafectana laesenciadel régimen,
o másprecisamente,el que afectaa una de las
condiciones,o requisitos mínimos, que deben
reunir los regímenesconsideradosdemocráti-
cos,estoes,sucapacidadde representación.En-
tendidaéstacomo el derechodc todos los ciu-
dadanospor igual a participaren las elecciones
y enel gobierno(Robert Dahí, 1989: 17-18). Di-
cha capacidadestá claramentereflejada en la
actual Constituciónespañola,al reconocertan-
to la participacióndirectade los ciudadanosco-
mo la representativa(art. 23), si bien la opción
es por la democraciarepresentativaal potenciar
al Parlamentoy a los partidos políticos —las
institucionesde democraciadirecta considera-
dasson un complementoo un plus democrático
de la participación—. Sin embargo,podemos
observar,que la relación representativase des-
vaneceen las institucionesde representación,
que la realidadpolítica de la representaciónse
distanciade su realidadjurídica y que la repre-
sentaciónha perdidosus originalescaracterísti-
cas de representaciónante el poder, paracon-
vertirse exclusivamente en representación-
poder. A la par, la diversidady pluralidadde
interesesde la sociedad,así como sus distintas
formasde canalizacióny de comunicacióncon
el podergenerandesajustesy deficiencias,al ser
ajenasa los órganosde representacion.

En tercer lugar, los problemasrelacionados
con la dinámicapolítica, allí dondetiene lugar
la acción de los actorespolíticos. De unaparte,
los partidospolíticosse aislancadavez másde
las demandasy preferenciasde los sectoresso-
ciales que representan,de forma que a medida
que aumentansu propia independen¿iay se
constituyencomoequiposdegobierno,posibles
o reales,pierdenrepresentatividad.De otra par-
te, los principalesgruposdepresión,en especial
los sindicatosy las organizacionesempresaria-
les,hangozadode unainterlocuciónprivilegia-
da y directa con los ejecutivos,que ha contri-
buido al declivedel Parlamentoy al ascensodel
corporativismo.La consecuencia,señalaGurutz
Jáuregui(1994: 189), es que «seproduceasíun
declivede la relevanciadel Parlamentoeincluso
de los partidos políticosa la hora de formular



y desarrollarlas políticas públicas».Respectoa
la actuaciónde los nuevos movimientossocia-
les, formadosa lo largo de estosveinteaños,la
característicaprincipal es su lento crecimiento,
ademásde plantearun interroganterespectoa
suposibleevolución,bienhaciala formación de
nuevospartidos,distintos a los partidostradi-
cionales,bienhacia un nuevocorporativismo.

Por lo tanto, pareceser, que los principales
actorespolíticos tienenciertasdificultadespara
cumplir con susfuncionesde representación,in-
tegracióne intermediaciónentreel Estadoy los
ciudadanos.Ciudadanos,por otra parte, en
quienesMaravalí (1995: 290) observauna«am-
plia desafecciónpolítica», expresadaen parti-
cularesvisionesde la política, los políticos, las
institucionesy los partidos políticos. Los resul-
tados del análisis de este autor son, que «En
líneasgenerales,el desinterésde los ciudadanos
respectodela políticafue grande;sudesconfian-
za, extensa;su escepticismoy su apatía, muy
amplios».

II. Dificultades en el
funcionamiento

de la democracia

m. Discordancias entre la libertad
y la igualdad

E l Estadosocialy democráticodeDe-
recho,en el queseconstituyeEspaña
desde1978,es un Estadodistinto al

Estadode Derechoproducto del pensamiento
liberal. Los cambiosse refieren,sobretodo, a la
intensidady ampliaciónde su propio poder,el
cual se ha estructuradoasumiendonuevascom-
petenciasy se ha tecnificadopor medio de una
extensaburocracia.Igualmente,hancambiado
las relacionesentreel Estadoy la sociedad:fren-
te a la autonomíarespectivade cada una de
estasesferas—defendidapor el pensamientoli-
beral y expresadaen el Estadode Derechoa
travésdel reconocimientoy las garantíasa los
derechosindividuales—y los límites impuestos
a la actuacióndel Estadoen el ámbito de las
relacionesprivadas,en la actualidadtenemosun
Estado que establecemúltiples canalesde co-
municacióne interaccióncon la sociedady que
tienecomounade susfunciones:«promoverlas

condicionesparaque la libertad y la igualdad
del individuo y de los gruposen que se integra
sean realesy efectivas; removerlos obstáculos
que impidan o dificulten su plenitud y facilitar
la participaciónde todos los ciudadanosen la
vida política, económica, cultural y social.»
(CE, art. 9.2). Así, esteartículoconjugala liber-
tad con la igualdady añadea las funcionesdel
Estadocomo Estadode Derecho,aquellasque
le correspondencomo Estadosocial que es de-
mocrático.

La cuestiónradicaen queesto ha de llevarse
a cabo sin actuacionesa costade la libertad y
sin abandonartampocounaactuaciónpositiva
en contrade las desigualdades.ParaTouraine
(1994: 29) la preguntaa resolveres: ¿Cómores-
pondera dos exigenciasque parecenopuestas:
de un ladorespetarcuantoseaposiblelas liber-
tadespersonales;del otro, organizarulla socie-
dadque seatenidapor justapor la mayoría?

La limitación jurídicadel poderpolítico es el
objetivo quizás más definitorio del Estadode
Derecho. Desde su origen, observaGonzález
Marrero (1995: 36-37), tanto el conceptode Es-
tadode Derechocomo su plasmaciónhan ido
modulándosey completándose,de forma que
hoy se le atribuyen los siguientesrasgos: la se-
paraciónde poderes—en mayor o menor gra-
do—, la sujeciónal derechode esosmismospo-
deres y el reconocimientoy garantíasde los
derechosy libertadesde los ciudadanos.

Estospresupuestosfundamentalesdel Estado
de Derechoestánreconocidosampliamenteen
la Constituciónespañola,pero en lo quea este
trabajose refiere,interesacentrarnosen la liber-
tad, valor con el que aquélmásse corresponde,
ya que «el Estadode Derechoes, antetodo, un
Estadogarantede la libertad individual» (Ca-
rrorena,1984: 165). Dicha libertad estárecono-
cida en el Capitulo 2.0, secciónIt del Título 1
de la CE conlas máximasgarantías,ademásde
los derechosy libertadesreconocidosen la sec-
ción 2» del mismo título. Igualmente,la esfera
de los derechosy la libertadde los ciudadanos
está protegidafrente a los poderespúblicos y
frente a los demásciudadanospor el precepto
del sometimientode unosy otros a la Constitu-
ción y al ordenamientojurídico (CE, art. 9.1).
Además, podemosdecir, que la libertad está
contempladaen la CE tanto comolibertad ne-
gativa,limitando y protegiendoa los individuos
frenteal podermediantederechosciviles indivi-
dualesy libertadespúblicas,comoen tanto que
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libertad positiva. Ésta última se expresame-
diantederechospolíticos, que reconocenel de-
rechoal sufragio y la participaciónen los asun-
tos públicos —directamenteo por medio de
representantes—(art. 23.1), el accesoa las fun-
ciones y cargospúblicos (art. 23.2), la iniciativa
legislativa popular(art. 87.3)y las distintasmo-
dalidades de referéndum: el consultivo del
artículo 92, los constituyentesde los artículos
167.3 y 168.3 y el referéndumautonómico.

Es en el crucey aceptaciónde estosdos tipos
de libertad, la negativaquedesconfíadel poder
y se protegedel mismo mediantelas reglasde
procedimientode la democracia,y la positiva
quepromuevela participacióny la libertad de
acciónde losindividuos y losgruposdeinterés,
dondela libertad «de los modernos»,en pala-
brasde Constant,corremenospeligro. Puespu-
dieraocurrir, que«absorbidospor eldisfrutede
nuestraindependenciaprivaday por la búsque-
da de nuestrosinteresesparticulares,renuncie-
moscondemasiadafacilidad a nuestroderecho
de participaciónen el poder político.» (Cons-
tant, 1819/1989:282-283).Al final del siglo xx y
tras las diversasexperienciasautoritariasdel
mismo, también cabereferirsea los peligrosde
la libertad positiva, o «de los antiguos»,que al
consistir tan sólo en asegurarla participación
en el poder político de los individuosen tanto
queciudadanos,defensoresde libertadespositi-
vasespecíficas,puedellegar a despreciarlos de-
rechosde los individuos como sujetosdiferen-
ciadosy con valoresplurales.

En lo que se refiere al valor de la igualdad,
éstase reconoceen la Constituciónespañolaen
tantoqueigualdadjurídicay en tanto queigual-
dadmaterial y tiene unacorrespondenciadirec-
ta con la calificación de Españacomo «Estado
social». Comopreceptojurídico-formal supone
la igualdadde todosante la ley y la prohibición
expresade cualquiernormadiscriminatoria(art.
14), cuestión que transciendeel conceptode
igualdadformal. Como igualdadmaterial supo-
ne quelos poderespúblicoshabránde procurar
hacerlareal y efectiva (art. 9.2). Para ello, di-
chos podereshabránde promoverpolíticas de
redistribución de la renta y de pleno empleo
(art. 40.1) y, en arasdel interésgeneral,elEstado
podrá no sólo intervenir como reguladorde la
economía(arts. 130 y 131), sino quepodrá tam-
bién actuarcomo «empresario»de actividades
económicasconcretas(art. 128.2). Además,se
reconocenuna serie de derechoseconómicos,

socialesy culturalesde proteccióna vecesim-
precisay problemática;si de unapartevinculan
a todos los poderespúblicos, de la otra sólo
podrán ser alegadosante los tribunales de
acuerdocon las leyes que los desarrollen.

Todosestosaspectosde la igualdadmaterial
dancontenidoa la calificaciónde Estadosocial,
el cual «es aquelque otorga a los poderespú-
blicos un papelactivo en el ámbito económico,
en cuantoqueel Estadoredistribuyerentas,ges-
tiona actividadeseconómicas,regula la activi-
daddel mercado,pudiendoincluso llegar a pla-
nificar la economíay reconocey máso menos
garantiza derechossociales.También abre el
cauce a serias posibilidadesde transformación
socioeconómica,que hagan materialmentevi-
genteel principio de igualdad.»(GonzálezMa-
rrero, 1995: 45).

Perono todasestasfuncionesdel Estadosocial,
comoprestadorde servicios,interventoreconó-
mico y reformadorsocial,quenuestraConstitu-
ción contempla,estánsiendodesarrolladaspor
igual, ni tampoco,las que se ejercitan,estánte-
niendo unaaceptacióngeneralizadade los ciu-
dadanos,bien por defectoo bien porexceso.

Los problemasprincipalesque se plantean
hoy, se refieren de una parte al Estadoasisten-
cial y de la otra, al Estadoque intervieneen la
economíacomo «empresario».Lasprestaciones
y serviciosque el Estadoasistencialproporcio-
na paraasegurarciertascondicionesbásicasde
la existenciahumana,como la salud, la educa-
ción, la cultura, las comunicacioneso el medio
ambiente,no estánal alcancede los individuos
y empiezana depender«tantomásde estadis-
ponibilidad sobreservicios comunesquede la
posesiónde mediospropios.»(Garrorena,1984:
84). Partiendode una aceptacióngeneralizada
de estesupuesto,la crítica se centraen conside-
rar queel Estadorecaudaen excesoen relación
con las demandasquesatisfacey además,que
burocratizala redistribución y en consecuencia
atiendecon escasezdichasdemandas.

En cuanto a la intervención económicadel
Estado,éstase realiza en un ambientecaracte-
rizado pordosrealidadesconsolidadas:el triun-
fo generalizadode laeconomíade mercadoy su
globalización. Ello protegela separaciónentre
el ámbito de la política y el de la economía,
aunquehaya que tener en cuentalas grandes
exigenciasqueel mercadomundial despliegaso-
bre los gobiernos,principalmente,de los países
más débiles.Pero en todocaso, la independen-



cia de la economíano es total y ella mismare-
quierecierta regulacióndel poder político y de
las instituciones.Así, unaprimeracuestiónsería
¿cuántaregulación?La respuestadeberíapartir
de dospremisasbásicas:el Estadosocialde De-
rechoy laeconomíade mercado.En consecuen-
cia, es posibletanta regulacióncomo permitan
las leyes y el funcionamientode la economíade
mercadoy siempreque tenganpor finalidad la
reducciónde las desigualdades,lo que incluye
un trato diferenciadoparasituacionesdistintas.

En esteúltimo sentido,el TribunalConstitu-
cionalha dadoun tratojurídicodesiguala favor
de los que realmenteson desiguales,por ejem-
pío en el ámbito de las relacioneslaboralescon
el fin de garantizaruna igualdad real, lo que
«exige un mínimo de desigualdadformal en be-
neficio del trabajador»(STC 3/1983, de 25 de
eneroy 14/1983, de 28 de febrero). En cuantoa
la intensidadde la regulación,siempreestaráen
función de las distintasopcionespolíticas y de
su legitimidaddemocrática.

Mayor problemaencierrala intervencióndel
Estadoen la economíaen el papel de «empre-
sario»,puesaquíse enfrentanel reconocimiento
de la libertad de empresaconla limitación a su
garantía,«de acuerdocon las exigenciasde la
economíageneraly, en su caso,de la planifica-
ción» (art. 38). Esta regulación presentaun
«límite suficientementedifuso como para que
no se sepadóndese encuentrala fronteraentre
el respetoa dichalibertady su condicionamien-
to por razonesde interés general»(Garrorena,
1984: 92). Igualmente,el derechoa la propiedad
privada(art. 33), limitado por «causajustificada
de utilidad pública o interés social» (art. 33.3)
origina la crítica de los defensoresdel capitalis-
mo, pues desde este punto de vista, «todo el
programadel Estadodel bienestary de la de-
mocraciaeconómica,en concreto,se condensa
en un afán de redistribuciónde la riquezaaje-
na»(Cotarelo, 1990: 22). Es decir,quecualquier
relativizacióndel derechode propiedades con-
siderada por dichos defensores,como «una
amenazapermanentede inseguridad(jurídica)y
de arbitrariedad»(ibidem).

Por otra parte,la iniciativa pública en la ac-
tividad económicaen relacióncon la posibleso-
cializaciónde recursoso servicios (art. 128.2)y
el accesode los trabajadoresa la propiedadde
los mediosde producción(art. 129.2)sondispo-
sicionesconstitucionales,que hanperdidogran
parte de su potencial aplicacióntras el hundi-

mientode los regímenessocialistasy la ausencia
dealternativasal capitalismo.En estasituación,
se ponende manifiesto con más contundencia,
las críticasal derroche,rigidez y carestíade la
gestiónpúblicade las empresas.Además,el Es-
tado, como agentetransformadorde la socie-
dad,se cuestionay se retornaa unamayorcon-
fianza en las transformaciones «desde» la
sociedad,realizadaspor los individuos y los
gruposquela integran.

ji. Deficienciasen la representaciónpolítica

Españase organizaa nivel de régimencomo
un gobierno representativoy sus instituciones
parlamentarias,elegidaspor sufragio universal
en eleccioneslibres, periódicasy competitivas,
son la expresiónconcretade la ideade la repre-
sentaciónpolítica. Es por tanto un sistemade-
mocrático y representativo,fundado sobre el
principio de la soberaníapopular(CE, art. 1.2)
y el reconocimientode que «Las Cortes Ge-
nerales representanal pueblo español» (CE,
art. 66).

Pero la realidad de la representaciónestá
afectadapor algunosproblemas,que no son ex-
clusivamenteespañoles,que permitenhablar,si
no de una crisis, si al menosde unas transfor-
macionesgeneralizadasde aquella, las cuales
dañanla función de representaciónde los par-
lamentos.Dicha función, consistenteen la ex-
presiónde lasorientacionesy preferenciasde los
ciudadanos,en la formacióny promocióndelas
opinionesde los mismosy en la informaciónde
las opinionesde las minorías,está siendo rele-
gadaa favor de las otrasdos funcionesparla-
mentarias,la legislativay la de control sobreel
gobierno.Aunquecabeseñalarpor otra parte,
queestasúltimastambiénreflejan eldeclivepar-
lamentario: la primera al estar limitada por el
incrementode las competenciasdel ejecutivoy
la segundaal estardebilitadapor el protagonis-
mo de los partidospolíticos,los cualesoriginan
un estrechovínculo entre gobierno y mayoría
parlamentaria.

En cuanto a la representaciónpolítica, ésta
implica unarelación representativaentrerepre-
sentantesy representados,que se caracteriza
por la independenciade juicio y de acciónde
cadauno de ellos, pero también por el posible
conflicto de pareceresentreunosy otros,ya que
los representantesdeben actuar teniendo en



cuentalos interesesde sus representados(elec-
tores). Por esoel representante,ademásde ac-
tuar según un mandatorepresentativoy por
tanto libre, tiene queactuar,como lo describe
1-1. F. Pitkin (1985: 233),«de tal maneraque no
hayaconflicto, o si éste surge, se hace precisa
una explicación. No debe hallarsepersistente-
menteen disparidadcon los deseosde los repre-
sentadossin tenerbuenasrazonesen términos
de los interesesde sus representados,sin tener
unabuenaexplicaciónde por quésusdeseosno
estánde acuerdocon el interésde ellos».

Esteplanteamientosuscitade inmediato una
seriede objeciones,si se le contrastacon la rea-
lidad política de la representación.De unapar-
te, el representanteno mantieneuna relación
representativacon el representado,solicita su
voto en ocasiónde los procesoselectoralesco-
mo candidatode un partido, pero su acción
transcurreajenaa las demandasde sus electo-
res. De la otra, el protagonismocentral de los
partidospolíticos,tanto en las eleccionescomo
en los parlamentos,ha creadouna relaciónre-
presentativaahoracompuestapor tres elemen-
tos: diputado-partido-elector.A este respecto,
Garrorena(1990: 47) señala,queel partido ha
dividido endos la relación representativa:la re-
lación partido-diputadoy la relación partido-
elector;la primerase caracterizapor unacondi-
ción imperativaentreel partido y el diputadoy
en ella el electorno estápresente,y la segunda,
quesí incluye al elector, se caracterizapor la
independenciay en ella reside la relación repre-
sentativa.Así pues,se diluye la relación diputa-
do-elector,los partidosocupanel lugar del di-
putadoy la relaciónpartido-electorse restringe
en gran medidaal procesoelectoral,dondese
eligen programasde partidos,estoes, opciones
de gobierno.El objetivo de elegir a nuestrosre-
presentantes,paraqueactúenpor nosotrosante
el poder,en cierto sentidose desvanecefrentea
la función de estarpor nosotrosen el poder

Por otra parte,la relación representativades-
crita conectacon otro desajustede la repre-
sentación.Éste pone de manifiesto la contra-
posición entrela realidad política de la repre-
sentación,que evidencia que el diputado está
subordinadoal partido, y la realidadjurídica
que prohíbe el mandatoimperativo (CE, art.
67.2) y consagrala representacióndel pueblo
español.Como consecuenciase ha generado
una realidadparlamentariadiferentea la previ-
sión constitucional.Esteproblemaha sido ana-

lizado por Pedrode Vega(1985: 36-45) y tiene
una fundamentacióntécnico-jurídicaen la que
no nos detendremosaquíNo obstante,convie-
ne observar,que ha llevado a varios autores
(Torres del Moral, 1988: 95, vol. 1; González
Encinar, 1990: 75) a cuestionaro a reclamarla
aplicaciónefectivadel mandatorepresentativo.
Aún más,estágenerandoopinionesfavorables
al mandatoimperativo en los electores,como
fórmula de hacerllegar al poder preferenciasy
demandas,lo queromperíadefinitivamentecon
el principio de la representaciónnacional y el
interésgeneral.

Las cuestionesplanteadasreflejan las dificul-
tadesque tiene nuestroactual sistemapolítico
representativo,paraconfiguraruna relación re-
presentativaentrediputado-partido-elector,que
permitacanalizarlas demandasy preferencias
de los ciudadanos.Si bien, siguesiendo funcio-
nal como métodode legitimacióny renovación
de los gobernantesy su fundamentoelectivoga-
rantizauna representaciónresponsableante los
electores.El problemaconsisteen encontrarfór-
mulas para incorporaruna cierta representa-
ción «anteel poder» a la «representación-po-
der» institucionalizada.

LA REPRESENTACIONPOLITICA ACTUAL

Relación representativa: representante-partido-representado

1
Fundamento electivo Respondeante

«Representaciónresponsable»

Instituciones
de la representación: Eiecciones-Parlamenlo

.1 1
partidos mayorías parlamentarias

1
Parlamento-Gobierno

.1.
«Representación-poder»

Una terceracuestión,queha contribuidoal
declive de las instituciones representativas,se
refiere alas políticasde concertaciónsocial. Las
negociacionesdirectasentre el gobierno y los
gruposde interés, principalmentesindicatosy
organizacionesde empresarios,han sido pro-
movidasactivamentepor los poderesejecutivos,
conel fin de alcanzaracuerdosy reducirel con-
flicto económico-social,y han tenido una im-



portanciacrucial en la consecuciónde un alto
consenso.En este sentido,Tezanos(1995: 16)
observa,como «Estasprácticassocialesse co-
rrespondieroncon los modelos«socialdemócra-
tas» y keynesianos,quedieron lugar al «Estado
de Bienestar»,y quepermitieron estableceren
Europaun espaciode consensosocial durante
las décadasposterioresa la II GuerraMundial,
hastala crisis del petroleode 1973».

En España,estospactosglobalesse aplicaron
desdeel comienzode la democraciay hanper-
sistido hasta la segunda mitad de los años
ochentacon distinto éxito, lo que ha contribui-
do a construir unademocraciaconsensuadaen
materiade políticas económicasy sociales.Sin
embargo,la contrapartidaha sidoqueel Parla-
mentoha quedadoexcluido de las negociacio-
nes, no pudiendopor tanto decidir sobre las
políticas públicasque afectana todoslos espa-
ñoles. Así, los acuerdoseconómicosy sociales
alcanzadoscon la intervencióngubernamentaly
que adquieren una categoría oficial, contri-
buyena la paz social y a la reduccióndel con-
flicto, perono por ello dejande serunapráctica
corporativaquepuededañara terceros,los cua-
les no hanpodido participaren su elaboración,
ni indirectamentepor mediode representantes.
En estesentido,convienerecordarcon Arbós y
Giner (1993: 60), que la democraciarepresenta-
tiva lo es de toda la sociedady no de las diver-
sasorganizacionesde intereses.

No cabedudaquecuandolos gobiernoses-
tablecencontactocon los representantesde los
principalesgruposde presión, tanto sindicales
comoempresariales,el propósitoqueles guíaes,
precisamente,mediarentrelas demandasy evi-
tar el conflicto. Pero no es menoscierto, como
destacaG. Jáuregui(1994: i89), queesa interlo-
cuciónprivilegiadaprovocaun crecientedespla-
zamientodel protagonismode las instituciones
políticas clásicas,por otras nuevasformas de
actuaciónbasadasen criterios puramentefun-
cionales,lo que debilita la relevanciadel Parla-
mento y cuestionalos fundamentosde la demo-
cracia representativa.

La realidadde la representaciónpolítica ac-
tual presentaunasituacióncompuestapor dife-
rentescircuitosrepresentativos.SegúnM. Cotta
(1988: 280-282), de unaparte está el «circuito
electores-representantes»,previsto en la teoría
democrática,mediadopor los partidosy decidi-
do por el cómputo de votos, y de la otra, el
«circuito basadoen laactividadde presionesde

grupos»,organizadossegúnlíneasfuncionalesy
decididopor el cálculo de los recursos.El pro-
blemaprincipal que ello planteaes el siguiente:
si el segundocircuito se acabaráincorporando
a la democraciarepresentativade baseindivi-
dualista, formando parte de las estructuras
políticasde intermediaciónentreel Estadoy los
individuos en la vertiente«input» y subordina-
do al procesoelecciones-partidos-parlamentoso
si emergeráun verdaderocircuito funcional-
corporativo,al menosparcialmenteopcionalal
democrático-representativo,en el cuallas orga-
nizacionesde interesesparticipende forma di-
rectaen laactividaddel gobierno.Dadoqueno
cabesuponeruna total sustituciónde la repre-
sentaciónindividualistapor la Funcionaly pues-
to que las dificultadesdel Parlamentoparaar-
ticular debidamente las demandas de los
ciudadanospareceevidente,se trataríadeesta-
blecerprocedimientos,por los que ambostipos
de representacióncohabitaranen un sistemade-
mocráticoen términosde legitimidad y de efi-
cacia.Subordinadosa los valoressuperioresde
nuestraConstitucióny a lanecesariaestabilidad
y efectividadgubernamental.

¡mm. Articnlac¡ón de la pluralidadde intereses

El tipo de participaciónpolítica quemáspro-
picia nuestraConstitución,es la participación
por vía representativa.Los partidos políticos
gozande plenaconstitucionalizacióny soncon-
sideradosinstrumentosque expresanel plura-
lismo político, concurren a la formación y
manifestaciónde la voluntadpopulary sonins-
trumento fundamentalpara la participación
política (art. 6). Además,la Constituciónregula
los sindicatosde trabajadoresy las asociaciones
empresariales(art. 7), reconocela libertad de
sindicación—reguladapor la Ley Orgánica11/
1985, de 2 de agosto—y el derechode huelga
(art. 28)y reconoceigualmentelos colegiospro-
fesionales(art. 36) y las organizacionesprofesio-
nalesquecontribuyana la defensadelos intere-
ses económicosque les seanpropios (art. 52).
Talesgruposson instrumentosde participación
política, expresanla diversidadde interesesde
la sociedady se les reconocesu importanciaen
elprocesopolítico y en la vitalidadde la demo-
cracia. Sin embargono acabade estardefinido
quépapelasignael sistemaa las organizaciones
de intereses,a qué normashan de sometersu
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actividad y qué vinculacionesse establecencon
los demáselementosdel sistemapolítico, yaque
«conjuganelementostan contradictorioscomo
la labor de socialización y de representación,
conla intranquilizanteimpresiónde queel gru-
po intentacortocircuitara la mayoría,estable-
ciéndoseun abismoentreel interésgeneraly el
suyo propio.»(P. Román,1995: 163).

Las sociedadesdemocráticasavanzadas,co-
mo consecuenciade la modernización,de la di-
versificacióny de la fragmentaciónsocialestán
generandouna pluralidad cada vez mayor de
intereses.Estosinteresesno tiendena integrarse,
sino quese organizanparasudefensay promo-
ción dandoorigen a estructurasespecializadas,
quetienencomo tareaprimordial la valoración
de las exigenciasy las preferenciasde susmiem-
bros(G. Pasquino,1988: 198).

A este fenómenotambiénha contribuido la
crisis de las ideologíasy de los partidospolíti-
cos. En España,hastael final de los añosseten-
ta, las ideologíasy los partidos quelas susten-
taban,mediabanentrelos gruposde interésy su
actividad, canalizandola mayor partede su in-
fluencia hacia los objetivos políticos que los
partidos defendían.Con la crisis de las ideo-
logías y su incidenciaen los partidos,los grupos
de interéshan tendido a independizarsey a ac-
tuar libremente,no en función de las ideas de
origen sino en Funciónde los específicosintere-
ses de sus miembros.En este sentido,es muy
acertadala observación de Rubio LLorente
(1990:388) sobreel derrumbede ciertosconcep-
tos, graciasa los cuales«entrelos interesesy la
realidad era siempre posible una mediación
ideológica». Porqueha desaparecidoesta me-
diación, ahorase manifiestancon másclaridad
los diferentesintereses,no sólolos delos grupos
sino tambiénlos de los partidos.Estossiempre
han representadointeresesy no sólo de clase,
pero podíanintegrarlosy articularlosdentrode
unaperspectivageneralde tipo ideológico.Con-
secuenciade estosFactores,los interesesse mul-
tiplican, no se agregan,y se organizanenestruc-
turas mediadoras entre el individuo y los
poderespúblicos;conello, articulaninteresesde
la poblacióny contribuyenal pluralismo.

El problemasurgecuando,además,las orga-
nizacionesde interesesconmásrecursosdispo-
nibles (no votos) no sólo presentandemandas,
sino queson reconocidasy autorizadasa tomar
parteen la planificaciónde ciertaspolíticasy en
su ejecución.Entonces,no se mantienenen la

vertienteinput del sistemapolítico, formulando
demandaso apoyos,sino que actúandirecta-
menteen lavertienteoutput,interviniendoen la
toma de decisionespolíticas. En este caso, la
articulacióny representaciónde interesestoma
un caráctercorporativo.

En nuestrosistemademocrático,esta corpo-
rativización se ha manifestadoa través de las
políticasde concertaciónsocialde los gobiernos
de UCD y del PSOE.Si bien, en relacióncon
las políticas socialdemócratas,Maravalí llama
la atenciónsobrelas dificultades habidaspara
desarrollar políticas neocorporativasen Espa-
ña. «El neocorporativismohabíaconsistidoen
un modelo de estrategiaque incorporabaa or-
ganizacionesde intereses(y másespecíficamente
a los sindicatos)alprocesopolítico, compartien-
do conlos gobiernosel diseñoy la ejecuciónde
las políticaseconómicas.»(Maravalí, 1995: 217).
En esta línea y con objeto de reforzara los sin-
dicatos,el autorcitadoseñalacómo los gobier-
nos de Felipe González intentaron alcanzar
compromisoscon los sindicatos,pero «al con-
solidarsela democraciay recuperarsela eco-
nomía a partir de 1985, la UGT consideróque
no eraya necesariala cooperaciónde los sindi-
catoscon el gobierno.»(ibidem: 223).

Ciertamente,la situación actual muestraun
mayordistanciamientoentrelas organizaciones
sindicalesy el gobiernode una partey las orga-
nizacionesde empresariosy el gobiernode la
otra. Éstasúltimas, trashaberpresionadoy ob-
tenido algunasde las medidassolicitadaspara
la liberalizacióndelmercadode trabajo,perma-
necena la expectativa.Así, parecehaber con-
cluido unaetapaen quelas organizacionessin-
dicales y las empresarialesparticiparonjunto
conel gobiernoen el diseñode las políticaseco-
nómicasy sociales.Etapaen la quelos sindica-
tos, ademásde obtenerimportantesrecursosdel
Estadoy teneraccesoprivilegiado (en relación
a otros gruposde presión)a los mediosde co-
municaciónde control estatal,han recibido de
lospoderespúblicosun claroapoyoparasufor-
talecimientoorganizativo.Si estapolíticaha fa-
vorecidoal pluralismodemocráticoo no, se po-
drá comprobaren la agregaciónde interesesy
transmisiónde demandas,que seancapacesde
articularen su previsiblevuelta a la vertientede
los inputsdel sistemapolítico.

La aplicaciónde las políticasneocorporativas
ha demostradosu capacidadpara reducir el
conflicto y hacermásconsensuadala democra-



cia, como así ha ocurrido en España.En este
sentido,ClausOlfe (1988: 177) indicaque frente
a los canalestradicionalesde la política demo-
crática, queconducena la sobreparticipacióno
a la sobrecargade problemas,«La causamás
importantedel atractivoqueejercela reordena-
ción corporativistadel procesode adopciónde
las decisionespolíticasse encuentrapresumible-
menteen su mayor capacidadparahacerfrente
al conflicto».

Pero,por otra parte, a pesarde las observa-
ciones de Tezanos(1995: 19): «En suma,puede
decirsequedespuésdel desmantelamientode las
políticas «corporatistas»se estápeorqueantes.
La sociedadde hoy es unasociedadmenosin-
tegrada, más regresivasocialmentey con más
potencialidadconflictiva que en los años del
«consensosocialdemócrata»,porqueel modelo
actual es un modelo poco equilibradoen la re-
presentaciónde intereses.»,el neocorporativis-
mo parecebastantedisfuncionalcon la repre-
sentacióndemocráticay conla convenienciade
construir unasociedadpluralistabasadaen la
libertad del individuo y en su derechoa partici-
par en el gobierno.Por las mismasrazones,da-
do quela articulaciónde interesesengruposde
presiónordenanlasociedady contribuyena ha-
cercompetitivala democracia,se hacenecesaria
la regulaciónde su actividad y la asignaciónde
canalesoperativosy democráticos.

III. Posibleslíneas

H
de evolución

asta aquí,algunasde las cuestiones
que hancaracterizadoa la todavía
recientedemocraciaespañola.Res-

pecto a algunasde ellas es posible aventurar
hacia dondeevolucionan,en función de los da-
tos que ya nos aporta la realidad nacional y
europea.

Los rasgosmásgeneralizablesque definena
la sociedadespañola—y también a aquellas
otrasde tipo occidental—son la democraciare-
presentativay unaaceptaciónplenadel modelo
económico capitalista, ya sea, en unos casos,
por no haberlocuestionadonunca o en otros,
por necesidad,al confirmar la inexistenciade
otra alternativamejor. En consecuencia,el mo-
delo económicoimpulsaal sistemapolítico ha-

cia la economíade mercadoy el sometimiento
a sus leyes. A partir de estaspremisas,en la
actualidadnos encontramosconque las expec-
tativassobreel papelreformadory transforma-
dor del Estado,que contemplanuestraconsti-
tución, está condicionado por dicho modelo
—de momentouniversal—y todo lo másqueel
Estadodel bienestarpuede propiciar, es una
economíasocialde mercadoy unaspolíticasre-
ductorasde desigualdades.Políticas,que a su
vez estánsujetasa la normativaeuropeay a la
internacionalizaciónde laeconomíay ello supo-
ne, en ocasiones,la preeminenciade unosEsta-
dossobreotros —los másdébiles—.

En esta perspectiva,cabesuponerla reduc-
ción de los ámbitosdel poderpolítico. El Estado
evolucionahaciaunalimitación desu interven-
ción en la vida económica,lo queya se mani-
fiestaen la privatizaciónde empresas,tantoen
las controladashastaahoradirectamentepor
él como en aquellasotrasen las queteníapar-
ticipación mayoritaria,a la vez quedesarrolla
leyes de protección a la libre competencia.
Este desmantelamientodel Estado«empresa-
rio» respondea la demandada«racionaliza-
ción» de su actividad y al alto costee inefica-
cia de las prácticasde cierto «capitalismode
Estado».

El otro aspectode la actuaciónestatal,que
puede preverse y tiene consecuenciasmucho
másgravesparalos ciudadanos,essu papelco-
mo Estadosocial o asistencial.Aquí la tenden-
ciaes a la reducciónde las prestacionessociales,
potenciandolas accionessustitutorias indivi-
duales—fondosde pensiones,segurosmédicos
privados, segurosde paro bancarios—como
complementariasa las proporcionadasde mo-
mentopor el Estado. Incluso, se vislumbra la
tendenciaa establecercriteriosselectivosparala
asignaciónde prestacionesestatalesen función
delas rentaspersonales.

Los programasde pensiones,los sitemasde
sanidadpública, la enseñanzapública,universal
y gratuita,las subvencionesa la cultura,las ayu-
dasa la vivienda—laaportaciónpresupuestaria
de Españaa la viviendapara 1995,es de 11.200
millones de pesetas,una de las másaltas de la
UE (BusinnessWeek, 9-12-95)— y la política
industrialdeayudasa las empresaspúblicascon
pérdidas,como en los casosparadigmáticosde
la minería,la siderurgiay el sectoraéreo,serán
objetode recortes,limitacionese inclusopodrán
ser suprimidos. Y todo ello, a pesarde que la



protección social de los españoleses mucho
menor que la de los socioseuropeos.«España
gasta2.600ecusporpersonaen prestacionesso-
ciales, la mitad que Alemania,Francia,Luxem-
burgo, Holanda,Austria y Finlandia,que supe-
ran los 5.000 ecus per cápita, y muy lejos de
paraísoscomoSuecia,másde 8.000ecus.»(Ex-
pansión,9-12-95). Pero semejantedesigualdad
y, podríamosdecir, injusticia social no sirve co-
mo argumentoal déficit público, cuyo límite
máximo Maastrich ha fijado en un 3 % para
1997, y tampocosirve frentea la deudadel Es-
tado,cuyo criterio de convergenciasc sitúaen
el 60% del PIB.

Quizáslas solucionesvengana partir de re-
flexiones comola del profesorde Economía,Ri-
chard Freeman,«Si se quieremantenerel Esta-
do de bienestar,la mentalidaddebecambiaren
Europa.La protecciónsanitaria,las subvencio-
nes a la vivienda y las pensionespúblicasde-
beríandejar margenparaque bajaranmás los
salarios>~(El País, 11-12-95:64). Estapropuesta
adquieretodo su sentido,si consideramosque
uno de los fines de nuestrademocraciaes la
igualdad y que las desigualdadesmás agudas
son las queprovienendel paroy de la margina-
ción.

En todo caso, los poderespúblicos se verán
obligados a «racionalizar»su actuaciónen la
gestión y distribución de recursosy también a
reduciro evitar su intervenciónen la vida eco-
nómica y social, perdiendoasí algunosde los
caracteresesencialesdel Estado del bienestar
del siglo xx.

En cuantoa la representaciónpolítica insti-
tucionalizada en los Parlamentosde ámbito
nacionaly autonómico,éstase caracterizapor
una relación representativamuy débil y por
ciertaincapacidadparacanalizarlas demandas
de los electores.En estesentido,la perspectiva
más plausible es la aceptacióndefinitiva del
Parlamentocomoórganode legitimacióny ges-
tión del Estado.Legitimacióny renovaciónde
los representantes-gobernantesobtenida por
medio de las eleccionesy acción de gobierno
fundadaen un actuarpor nosotrosen el poder
político.

No hayrazonesparasuponer,queen el futu-
ro el distanciamientoentreel elector,el partido
y su diputadopuedacorregirseen profundidad.
Los argumentosque en este sentidose ofrecen
a favor de un determinadosistemaelectoral y
las ventajasde las listasabiertassobrelas listas

cerradas,no parecenser por sí mismossolucio-
nes para mejorar la relación representativa,
pues ésta ha alcanzadouna relación numérica
tan alta, que, como advierteSartori (1992: 237-
238),cabepreguntarsesi, en unaescalade cin-
cuentamil electoresa un representante,tiene
sentidotodavía afirmar que cada uno estáre-
presentado.Según este mismo autor, la res-
puestadependerádel objetivo dcl gobiernore-
presentativo. En términos de mecanismo
protectorque limita y condicionael poder de
los gobernantes,la relación representativa
mantienesu significado. Sería la «representa-
ción-poder»dc la quehemoshablado.Pero a
su vez, a medida que aumentael número de
materiasen las queel representantetoma deci-
siones,másdifícil es huir dela sensaciónde que
el representadose ha convertidoen unacanti-
dad infinitesimal.

Comopunto de partidade la función de re-
presentaciónde los parlamentos,es necesano
reconocerque en la actualidad,la relación re-
presentativaes muy débil y que los electores
percibencierta incapacidaddel Parlamentopa-
ra canalizarlos inputsde sus demandasy pre-
ferencias.Igualmente, se entiende que en una
democraciapluralistalos interesesy demandas
se acuerdany se amoldandentrode las políticas
públicas, con la mediación de los partidos
políticos y la seleccióny control parlamentario.
A partir de aquípuedenser previsiblesalgunas
rectificaciones,quemejoren el contenidode la
relaciónde representación.La relación partido-
diputado,la limitación de la disciplinade parti-
do a situacionescríticas,dejandolibertadde vo-
to al diputadoen su actuacióncotidianay pro-
piciandoel voto secreto,son cuestionesque los
partidospuedenestardispuestosa propiciar,en
arasde mejorarsu imageny reducir la desafee-
ción de los ciudadanoshaciaellos. Sobretodo,
a lavista de su crisis y de la pérdidadel mono-
polio de la representaciónpor la apariciónde
nuevasorganizacionesy nuevos canalesde re-
presentaciónde intereses.

Por otra parte,el reforzamientode la autofi-
nanciaciónde los partidospuedereportargran-
des ventajasa la relación representativa,en la
medidaen quepropicia unamayor independen-
cia del diputado respectoa la burocraciaparti-
distay un mayor interésdel mismoa participar
en las institucionesrepresentativas.Como Pilar
del Castillo (1990: 92) advierte, las normasque
regulanla financiación pública de los partidos



favorecenel poderdelas burocraciasnacionales
de los mismosy las dotade un extraordinario
poderde controlpolítico y administrativosobre
el conjuntode la organización,limitando el gra-
do de democraciainterna.Y estoa su vez, pro-
mueveun tipo de parlamentario,cuyo perfil se
caracterizapor cierta abulia, subordinacióny
encadenamientoa la cúpula dirigentedel parti-
do, de la quedependeparasu carrerapolítica.
Así, las distintaspropuestasde rectificaciónela-
boradaspor algunosautoresvienen a convenir,
en que, siendolos partidosel centro del Parla-
mento, «no se necesitareforzarya másla posi-
ción delos partidos,sino la de los representados
y representantes«frente» a los partidos.»(J. J.
GonzálezEncinar,1990: 79).

Restaría,tratarde respondera la preguntade
¿dondese realizarála discusiónsobrelosasun-
tos públicos?queal día de hoy ya ha rebasado
los límites del Parlamento.Nuestrasinstitucio-
nesrepresentativasestáncadavez máscentra-
dasen gobernarsobre los ciudadanos,aunque
seaactuandopor ellos. Paralelamente,el «deba-
te» de lo público se ha ido desplazandodesdeel
espaciodelimitado y definido de las institucio-
nes parlamentariashacia la opinión pública,
procesoen el que los mediosde comunicación
adquierenuna importanciade primer orden,
mientrasque las institucionespolíticas se limi-
tan a oficializar las conclusionesde aquella.Así,
la opiniónpública se situaríaen el centrode la
escenapolítica, compartiendoo relevandoalos
partidosen su función de comunicacióncon el
poder.

En relaciónconello, Alain Mine (1995: 93-95)
analiza el fenómenode la opinión pública en
Franciay consideraque la democraciarepre-
sentativaha sufridouna nuevametamorfosisen
la «democraciade la opinión pública». Según
este autor, el afán de dicha opinión por exigir
transparenciaa todos los miembrosde la élite
—políticos, empresarios,periodistas—puede
ser un progresoparanuestrassociedades,siem-
pre que se mantegael juego democrático,sus
reglas e instituciones.Pero a su vez es proble-
mático cuando las instituciones son débiles,
porquela democraciade la opinión pública es
intrínsecamenteinestable.En la medidaen que
este problema también afecta a España,cabe
plantearse,que frente al funcionamientoinfor-
mal dela opiniónpública,puedeserconvenien-
te quela democraciadispongade nuevosinstru-
mentosinstitucionalesparaapoyarseen ella y

permitir la mutua comunicaciónentre élites y
opinión.

Por último, en cuantoa la dinámicadel sis-
tema, de una parte los partidos políticos han
perdidoel monopolioqueostentabancomo ór-
ganosde expresióndel pluralismo político y de
la otra,es posibledetectarunaordenaciónde la
sociedaden la que se compaginancierto corpo-
rativismo con nuevas formas de participación
política.

La cuestiónmás previsible en los próximos
añoses la pérdidadel protagonismo«político»
de las organizacionessindicales.Una vezagota-
das, por el momento,las políticas«neocorpora-
tivas» y el modelo de concertaciónsocialcomo
estrategiagubernamental,dirigida a reducir el
conflicto y a propiciar la integraciónde los
interesesde los gruposmásdébiles(los sindica-
tos), éstoshabránde retomarel papeldeestruc-
turasde intermediaciónde demandasentrelos
individuosy los poderespúblicos. En la medida
en que estoocurra,cabepensaren un debilita-
miento de los sindicatos y también puede
aumentarla conflictividad social si no se en-
cuentranmodosde intercomunicaciónentrelos
poderespúblicosy los intereses,en términosde
igualdadde acceso.Aún así,siemprerestaríael
problemade la desigualdadentrelos distintos
gruposde presión,en cuantoal pesoespecifico
de cadauno de ellos: los recursosde las organi-
zacionesde empresariospara presionary acce-
der a la comunicacióncon el poder, general-
mente son siempre mayores a los de las
organizacionessindicales. Y lo mismo puede
ocurrir entrelas organizacionesde consumido-
resy un determinadosectorproductorde bienes
o servicios.Comoconsecuenciade todo lo an-
terior se manifiestala necesidadde regular y
sometera control democráticola actividad de
dichosgrupos.

En cuantoa los partidos,no es posiblecon-
cebir la democraciasin su intervención,además
de ser uno de los actorespolíticosmásidóneos
parainterpretary articular los interesesde los
ciudadanos,ya queestánsometidosal control
democrático,tanto interno de su organización
como externo por medio de los mecanismos
electorales.No obstantees de prever, que la
contribucióndelos partidosal pluralismo se ha-
ga en un régimencompartidocon otros nuevos
actores.Tanto los partidos políticos como los
gruposde interés,que aúnestánpoco desarro-
llados en Españaexceptolos reFeridosal con-



ficto económico-social,son formasclásicasde
participaciónpolítica.

Otra forma de participaciónpolíticase añade
a las anteriores.Los nuevosmovimientossocia-
les, que lentamentese desarrollanen España,
son otra forma de participación también in-
fluyente en las decisionesy en la actuaciónde
los poderespúblicos. Su origen arrancade las
actividadesque realizaronalgunospartidos de
la izquierdaradical en relación conla juventud,
la mujero los movimientospor la paz,durante
el final del franquismo y sobretodo durantela
transición. A partir de 1981, con la quiebrade
dichos partidos o, en casosconcretos,su rea-
daptaciónal sistemademocrático,algunos de
aquellosgrupos,líderesy militantes reorientan
su interéspolítico hacia las actividadessociales
y pasana organizary a impulsardichosmovi-
mientos(C. Laiz, 1995: 298-299).

Generalmente,losnuevosmovimientossocia-
les actúan fuera del sistemainstitucional, dan
preferenciaa los medios de participación no
convencionalesy secundanlas formasde demo-
cracia directafrentea la democraciarepresenta-
tiva. Perolo másrelevanteparanuestrotrabajo
es advertir de supropiodesarrollo,puesésteda
cuentano sólo de la existenciade un régimen
democrático,sino de la formación de unasocie-
dad democrática.Touraine(1994: 130-131)ob-
serva,que«Sóloen las sociedadesdemocráticas
se forman movimientossociales,porquela libre
elección política obliga a cada actor social a
buscarel bien comúnal mismo tiempo que la
defensade interesesparticulares».Ello supone
quela accióncolectivaque despliegan,no está
en rupturaconel sistemapolítico democrático
sino que reconociendounos valores generales
de la sociedad,criticanaspectosde la mismaen
torno a loscualesorganizany desarrollancier-
tos conflictos.

La cuestiónestriba en si los nuevos movi-
mientossocialesvan a mantenersecomo tales,
creandoopiniónpúblicae influyendo ideológi-
camenteen los partidospolíticosclásicos—los
cualesincorporanen susprogramasalgunasde
las denunciasy demandasde los nuevosmovi-
mientos,a la vez que la relaciónentre elloses
de mutua desconfianza—o sí organizarán
«partidosde movimientos»(G. Jáuregui,1994:
163). Hastaahora la experienciamuestra,que
cuandoun movimientoha alcanzadocierto de-
sarrollo, tiende a transformarseen un partido
político.
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